AL EXCMO. SR. D. ENRIQUE MÚGICA HERZOG
DEFENSOR DEL PUEBLO
D./DÑA. <NOMBRE COMPLETO>, mayor de edad, con DNI Nº <NIF COMPLETO>, y domicilio en <CIUDAD>, <DIRECCIÓN COMPLETA>, en su propio nombre y representación, ante este organismo comparece y como mejor en Derecho proceda, DICE: 
Que habiendo tenido acceso a los BORRADORES DE ORDEN MINISTERIAL Y ACUERDO DEL CONSEJO DE MINISTROS por los que se establecen los requisitos para la verificación de los títulos universitarios oficiales que habiliten para el ejercicio de las profesiones de Ingeniero, y

Que teniendo el título oficial de <INGENIERO/A TÉCNICO/A EN INFORMÁTICA DE [ESPECIALIDAD]>, otorgado por la <UNIVERSIDAD DE …>, ante la CONTINUA EVASIÓN POR PARTE DEL GOBIERNO CENTRAL DE SUS OBLIGACIONES LEGALES PARA CON LA INGENIERÍA INFOMÁTICA, conforme a derecho
EXPONE
Primero.

Que los Títulos Oficiales de Ingeniero Técnico en Informática fueron creados por el Real Decreto 1460/1990, de 26 de octubre, por el que se establece el título universitario oficial de Ingeniero Técnico en Informática de Gestión y las directrices generales propias de los planes de estudios conducentes a la obtención de aquél y por el Real Decreto 1461/1990, de 26 de octubre, por el que se establece el título universitario oficial de Ingeniero Técnico en Informática de Sistemas y las directrices generales propias de los planes de estudios conducentes a la obtención de aquel.

Asimismo, este título reemplaza a la Diplomatura en Informática, establecida por el Decreto 327/1976, de 26 de febrero, sobre estudios de Informática, donde se articulaba la enseñanza de la informática a través de la educación universitaria y de la formación profesional. Esta enseñanza, a su vez, da fin al título profesional de Analista de Aplicaciones, creado por el Decreto 554/1969, de 29 de marzo, por el que se crea un Instituto de Informática, dependiente del Ministerio de Educación y Ciencia, con sede en Madrid, e instituciones equivalentes en Barcelona y San Sebastián, y se regulan las enseñanzas de la misma.

La Enseñanza Superior de la  Informática tiene en nuestro país más de 30 años, formando parte del catálogo universitario de títulos oficiales, con las diferentes denominaciones de Diplomatura e Ingeniería Técnica, desde el año 1976.
Segundo.

El párrafo 2º de la Disposición Adicional Primera de la Ley 12/1986, de 1 de abril, sobre regulación de las atribuciones profesionales de los Arquitectos e Ingenieros Técnicos (en adelante, Ley 12/1986) establece:

 «De acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Universitaria, el Gobierno modificará las especialidades a que se refiere el artículo 1.2 de esta Ley en atención a las necesidades del mercado, a las correspondientes variaciones en los Planes de estudio de las Escuelas Universitarias y a las exigencias derivadas de las directivas de las Comunidades europeas». 

En relación a estas especialidades, el art. 1.2 de la mentada Ley considera como especialidades objeto de regulación las establecidas en el Decreto 148/1969, de 13 de febrero, por el que se regulan las denominaciones de los graduados en Escuelas Técnicas y las especialidades a cursar en las Escuelas de Arquitectos e Ingeniería Técnica, cuando todavía no se había creado la Enseñanza Superior de la Informática. 
Desde entonces no ha habido cambio normativo alguno y, por lo tanto, no existe ningún tipo de regulación de las actividades propias de ninguna ingeniería o ingeniería técnica nacida desde el año 1969, siendo, desgraciadamente, las especialidades propias de la Ingeniería Informática, esto es, la Ingeniería Técnica en Informática de Sistemas y la Ingeniería Técnica en Informática de Gestión, las únicas que no se encuentran bajo el ámbito de la citada Ley 12/1986, por lo que se excluyen actividades que hoy en día resultan capitales para el crecimiento estratégico del país, como es la Informática (que constituye una de las bases principales de la denominada Sociedad de la Información y el Conocimiento).

Las actividades propias de cualquier especialidad de la ingeniería, como establece el art. 2.1 de la Ley 12/1986, y que son, literalmente:
a. «La redacción y firma de proyectos que tengan por objeto la construcción, reforma, reparación, conservación, demolición, fabricación, instalación, montaje o explotación de bienes muebles o inmuebles, en sus respectivos casos, tanto con carácter principal como accesorio, siempre que queden comprendidos por su naturaleza y características en la técnica propia de cada titulación.

b. La dirección de las actividades objeto de los proyectos a que se refiere el apartado anterior, incluso cuando los proyectos hubieren sido elaborados por un tercero.

c. La realización de mediciones, cálculos, valoraciones, tasaciones, peritaciones, estudios, informes, planos de labores y otros trabajos análogos.

d. El ejercicio de la docencia en sus diversos grados en los casos y términos previstos en la normativa correspondiente y, en particular, conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Universitaria.

e. La dirección de toda clase de industrias o explotaciones y el ejercicio, en general respecto de ellas, de las actividades a que se refieren los apartados anteriores»
Son perfectamente atribuibles a los Ingenieros Técnicos e Ingenieras Técnicas en Informática, con carácter transitorio, y en el ámbito de su especialidad, sin necesidad de realizar una regulación pormenorizada de las competencias específicas propias de la actividad al hilo de la trasposición de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, comúnmente conocida como Directiva de Servicios.
Tercero.

La Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales, establece en su art. 4.4, «Cuando estén constituidos varios Colegios de la misma profesión de ámbito inferior al nacional existirá un Consejo General cuya naturaleza y funciones se precisan en el artículo noveno». 
Además de lo anterior, la Ley 12/1983, de 14 de octubre, del Proceso Autonómico, dispone igualmente en su  art. 15.3 la creación de un Consejo General de Colegios Profesionales cuando existan más de un colegio autonómico en el territorio, a fin de «asumir la representación de los intereses corporativos en el ámbito nacional o internacional».
A día de hoy existen once colegios profesionales autonómicos de ingenieros e ingenieras en informática, en las siguientes comunidades:

· Región de Murcia, a través de la Ley 1/1998, de 28 de abril, de Creación del Colegio Profesional de Ingenieros en Informática de la Región de Murcia
· Comunidad Valenciana, vía Ley 6/2000, de 19 de mayo, de Creación del Colegio Oficial de Ingenieros en Informática de la Comunidad Valenciana
· País Vasco, mediante la Ley 3/2000, de 29 de junio, de creación del Colegio de Ingenieros en Informática del País Vasco
· Cataluña, vía Ley 3/2001, de 9 de abril, de Creación del Colegio Oficial de Ingeniería en Informática de Cataluña
· Principado de Asturias, vía Ley 5/2001, de 21 de mayo, de creación del Colegio Oficial de Ingenieros en Informática
· Castilla-La Mancha, a través de la Ley 6/2002, de 11 de abril de 2002, de creación del Colegio Oficial de Ingenieros en Informática de Castilla-La Mancha
· Castilla y León, mediante la Ley 4/2003, de 28 de marzo, de creación del Colegio Profesional de Ingenieros en Informática de Castilla y León
· Baleares, mediante la Ley 2/2004, de 2 de marzo, de creación del Colegio Oficial de Ingenieros en Informática de las Illes Balears
· Andalucía, a través de la Ley 11/2005, de 31 de mayo, de creación del Colegio Profesional de Ingenieros en Informática de Andalucía
· Extremadura, mediante la Ley 5/2006, de 10 de octubre, por la que se crea el Colegio Profesional de Ingenieros en Informática de Extremadura
· Galicia, a través de la Ley 10/2006, de 1 de diciembre, de creación del Colegio Profesional de Ingeniería en Informática de Galicia
Así como los correspondientes a los colegios de ingenieros técnicos e ingenieras técnicas en informática:

· Región de Murcia, mediante la Ley 2/1998, de 28 de abril, de Creación del Colegio Profesional de Ingenieros Técnicos en Informática de la Región de Murcia
· Cataluña, vía Ley 2/2001, de 9 de abril, de Creación del Colegio Oficial de Ingeniería Técnica en Informática de Cataluña
· Principado de Asturias, vía Ley 4/2001, de 21 de mayo, de creación del Colegio Oficial de Ingenieros Técnicos en Informática
· Castilla-La Mancha, mediante la Ley 5/2002, de 11 de abril, de creación del Colegio Oficial de Ingenieros Técnicos en Informática de Castilla-La Mancha
· Baleares, vía Ley 3/2004, de 2 de marzo, de creación del Colegio de Ingenieros Técnicos en Informática de las Illes Balears
· Andalucía, mediante la Ley 12/2005, de 31 de mayo, de creación del Colegio Profesional de Ingenieros Técnicos en Informática de Andalucía
· Comunidad Valenciana, a través de la Ley 7/2005, de 18 de noviembre, de la Generalitat, de creación del Colegio Oficial de Ingenieros Técnicos en Informática de la Comunitat Valenciana
· Canarias, mediante la Ley 7/2006, de 10 de noviembre, de Creación del Colegio Profesional de Ingenieros Técnicos en Informática de la Comunidad Autónoma de Canarias
· Galicia, a través de la Ley 8/2006, de 1 de diciembre, de creación del Colegio Profesional de Ingeniería Técnica en Informática de Galicia
Desde diferentes instituciones se han realizado diversas peticiones para la creación de dicho Consejo General, no existiendo hasta la fecha respuesta afirmativa por parte de ningún Ministerio, alegando en todo caso incompetencia en la materia por parte de los organismos consultados, y por lo tanto impidiendo el ejercicio de los derechos que a esta parte amparan según la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LPA).
Cuarto.

Esta evidente falta de atención en la regulación profesional de la Ingeniería Técnica Informática ha propiciado, como se ha venido denunciando por parte de los colegios profesionales, de la Conferencia de Decanos y Directores de Centros Universitarios de Informática (CODDI), de la Asociación de Estudiantes de Ingeniería e Ingeniería Técnica Informática (RITSI) y de las asociaciones más representativas de la Ingeniería Técnica Informática, que desde el momento de la redacción de los primeros borradores del Real Decreto 1393/2007, de 29 de octubre, por el que se establece la ordenación de las enseñanzas universitarias oficiales, la profesión de Ingeniero e Ingeniera en Informática, junto con sus homólogos de la Ingeniería Técnica, así como las enseñanzas conducentes a la obtención de estos títulos, no tendrían el mismo tratamiento que el resto de ingenierías por un mero matiz histórico o de índole administrativa.
Esta situación perjudicaría a un colectivo formado por más de 200.000 personas según nuestras estimaciones (los últimos datos oficiales por el Instituto Nacional de Estadística –INE- hablan de 165.000 estudiantes y profesionales, sin tener en cuenta datos de egresados de las antiguas Diplomaturas y Licenciaturas en Informática), dado que la nueva reforma universitaria deja a esta ingeniería, clave para el desarrollo de la sociedad de la información en el País, sin un cuerpo de conocimiento común en todo el territorio, imprescindible para el correcto ejercicio de la profesión.
Quinto.

Tengo conocimiento de que se ha abordado la problemática relativa a la adaptación de los estudios de Ingeniería e Ingeniería Técnica Informática al nuevo Espacio Europeo de Educación Superior con los diferentes organismos implicados:
· El Ministerio de Ciencia e Innovación, a través de la Dirección General de Universidades, perteneciente a la Secretaría de Estado de Universidades e Investigación, quien ha comunicado que el referido Ministerio no tiene competencias para regular las profesiones, que en virtud a la normativa vigente, las órdenes ministeriales que establecen los planes de estudio para el acceso a la profesión de ingeniero no pueden incluir a las Ingenierías en Informática, y que por lo tanto la única vía para la creación de dichas órdenes es la regulación de dichas profesiones.

· El Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, a través de la Secretaría de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información, organismo competente en la materia, quien ha argumentado que la regulación de las diferentes profesiones es ahora competencia del Ministerio de Economía y Hacienda, a través de la Dirección General de Política Económica, quien está coordinando todos los aspectos relativos a transposición de la mentada Directiva de Servicios, y que por lo tanto se opone tajantemente a cualquier cambio regulatorio.
En definitiva, ningún Ministerio ha respondido afirmativamente sobre su competencia en materia de regulación profesional de las Ingenierías en Informática, lo que por un lado transgrede la citada LAC, no sólo en cuerpo sino en su espíritu de poner a las Administraciones Públicas al servicio de la ciudanía. 
Pero por otro, y quizás más grave aún, demuestra una absoluta descoordinación de los diferentes ministerios, por dejadez en sus funciones de la Secretaría de Estado de Telecomunicaciones y Sociedad de la Información (Ministerio de Industria), a quien compete la Informática, lo que perjudica seriamente a los intereses y derechos de nuestro colectivo, situación ésta que aprovecho para denunciar en la presente exposición.
Sexto.

Asimismo, esta parte también quiere poner de relieve la posible situación de indefensión ante otros colectivos implícitamente interesados en la materia.
El Consejo Asesor de las Telecomunicaciones y de la Sociedad de la Información (CATSI) fue creado por la disposición adicional quinta de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones. Sus funciones están recogidas en el art. 2 del Real Decreto 1029/2002, de 4 de octubre, por el que se establece la composición y el régimen de funcionamiento del Consejo Asesor de las Telecomunicaciones y de la Sociedad de la Información, y son:

a. «El estudio, deliberación y propuesta al Gobierno de cuantas medidas considere oportunas en el ámbito de las telecomunicaciones y la sociedad de la información, sin perjuicio de las competencias que correspondan a los órganos colegiados interministeriales con competencias de informe al Gobierno en materia de política informática.

b. Conocer e informar los proyectos legislativos y reglamentarios, en aplicación de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones.

c. Conocer e informar los proyectos legislativos y reglamentarios en materia audiovisual y de la sociedad de la información, cuando el Presidente del órgano del Consejo competente para su informe así lo decida.

d. Emitir informes sobre los temas relacionados con las telecomunicaciones o la sociedad de la información que el Gobierno, a través del presidente del Consejo, someta a su consulta.

e. Cualquier otra función que, en el marco de sus competencias, se le atribuya por alguna disposición legal o reglamentaria.»
Asimismo, en el mentado Real Decreto se estructura la composición del mismo, dónde las corporaciones profesionales de derecho público profesional tienen la representación dispuesta en el art. 1.G, letras a y b:

a. «Uno por el Colegio Oficial de Ingenieros de Telecomunicación y otro por el Colegio Oficial de Ingenieros Técnicos de Telecomunicación, designados por el Presidente, a propuesta de cada uno de ellos.

b. Uno por los colegios profesionales correspondientes a titulaciones de ingeniería no representados en el párrafo anterior, a propuesta de la Real Academia de Ingeniería.»

De este Consejo Asesor han emanado diferentes propuestas normativas en materia de Telecomunicaciones y Sociedad de la Información, como el Real Decreto 944/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Plan técnico nacional de la televisión digital terrestre, o el Real Decreto 401/2003, de 4 de abril, por el que se aprueba el Reglamento regulador de las infraestructuras comunes de telecomunicaciones para el acceso a los servicios de telecomunicación en el interior de los edificios y de la actividad de instalación de equipos y sistemas de telecomunicaciones.

En ambos casos, el Tribunal Supremo ha anulado el inciso «de telecomunicaciones» a través de las STS 89/2003 y STS 100/2005, al haber detectado que se utilizaba la vía reglamentaria para introducir una reserva exclusiva de actividad, vulnerando por tanto la reserva de Ley establecida en el art. 36 CE. 
Esta situación es, a juicio de esta parte, no sólo ilícita e impropia de un organismo asesor del Gobierno en su competencia, sino extremadamente peligrosa para la imparcialidad y la defensa de los derechos que pudieran amparar a nuestro colectivo, habiéndose detectado deliberada reincidencia en las actuaciones y, casualmente, siempre a favor de las únicas corporaciones profesionales con representación permanente en el mentado Consejo, y que a su vez nutren los altos cargos de la Secretaría de Estado de Telecomunicaciones y Sociedad de la Información.

Séptimo.
Además de lo anterior, el Gobierno se niega a responder a las preguntas que desde diferentes grupos parlamentarios del Congreso de los Diputados se le plantean respecto de esta situación de abandono, en concreto:
· Plazos previstos para la creación del Consejo de Colegios de Ingenieros en Informática de España, con Nº Expediente 184/033905, presentado por los diputados D. Jesús Vázquez Abad, D. Celso Luis Delgado Arce y D. Miguel Ángel Cortés Martín (Grupo Popular) el 06/10/2008  y  calificado el 14/10/2008 (BOCG. Congreso de los Diputados Núm. D-90 de 23/10/2008 Pág.: 96)

· Estado actual de la creación del Consejo de Colegios de Ingenieros en Informática de España, con Nº Expediente 184/033904, presentado por los diputados D. Jesús Vázquez Abad, D. Celso Luis Delgado Arce y D. Miguel Ángel Cortés Martín (Grupo Popular) el 06/10/2008 y calificado el 14/10/2008  (BOCG. Congreso de los Diputados Núm. D-90 de 23/10/2008 Pág.: 96)

· Impedimentos para la creación del Consejo de Colegios de Ingenieros en Informática de España, con Nº Expediente 184/033903, presentado por los diputados D. Jesús Vázquez Abad, D. Celso Luis Delgado Arce y D. Miguel Ángel Cortés Martín (Grupo Popular) el 06/10/2008 y  calificado el 14/10/2008 (BOCG. Congreso de los Diputados Núm. D-90 de 23/10/2008 Pág.: 96) 
· Competencias que se asignarán a los titulados de Ingeniería Informática, con Nº Expediente 184/030120, presentado por la diputada Dª. Maria de la Concepción Santa Ana Fernández (Grupo Popular) el 17/09/2008 y calificado el 23/09/2008 (BOCG. Congreso de los Diputados Núm. D-75 de 01/10/2008 Pág.: 66)
· Previsión por el Ministerio de Industria, Turismo y Comercio de asignar competencias profesionales a los titulados de Ingeniería Informática, con Nº Expediente 184/030119, presentado por la diputada Dª. Maria de la Concepción Santa Ana Fernández (Grupo Popular) el 17/09/2008 y calificado el 23/09/2008 (BOCG. Congreso de los Diputados Núm. D-75 de 01/10/2008 Pág.: 66)

· Voluntad del Gobierno de que el Grupo de Trabajo para la Creación del Consejo de Colegios en Ingeniería Técnica en Informática, participe en todas y cada una de las reuniones que se tengan para definir la nueva Ley de Atribuciones Profesionales y la nueva Ley de Colegios Profesionales, con Nº Expediente 184/029877, presentado por los diputados D. Jesús Vázquez Abad y D. Miguel Ángel Cortés Martín (Grupo Popular) el 11/09/2008 y calificado el 16/09/2008 (BOCG. Congreso de los Diputados Núm. D-71 de 25/09/2008 Pág.: 14)
· Motivos del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio para firmar un acuerdo para el impulso de los servicios digitales únicamente con el COIT (Colegio de Ingenieros de Telecomunicaciones) y dejar fuera a los Colegios de Ingenieros Informáticos y a los Colegios de Ingenieros Técnicos en Informática de ámbito autonómico, con Nº Expediente 184/029876, presentado por los diputados D. Jesús Vázquez Abad y D. Miguel Ángel Cortés Martín (Grupo Popular) el 11/09/2008 y calificado el 16/09/2008 (BOCG. Congreso de los Diputados Núm. D-71 de 25/09/2008 Pág.: 13)

· Personas o departamentos encargados de llevar a cabo los trámites necesarios para la creación del Consejo de Colegios de Ingenieros Técnicos en Informática por parte del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, con Nº Expediente  184/029875, presentado por los diputados D. Jesús Vázquez Abad y D. Miguel Ángel Cortés Martín (Grupo Popular) el 11/09/2008 y calificado el 16/09/2008 (BOCG. Congreso de los Diputados Núm. D-71 de 25/09/2008 Pág.: 13)

· Fase de tramitación de la constitución del Consejo General de Colegios Oficiales de Ingenieros Técnicos en Informática, solicitada por los Colegios de ámbito autonómico al Ministerio de Industria, Turismo y Comercio el día 07/05/2007, con Nº de Expediente 184/029874, presentado por los diputados D. Jesús Vázquez Abad y D. Miguel Ángel Cortés Martín (Grupo Popular) el 11/09/2008 y calificado el 16/09/2008 (BOCG. Congreso de los Diputados Núm. D-71 de 25/09/2008 Pág.: 13)

· Motivos por los que no se ha tramitado la creación del Consejo de Colegios de Ingenieros Técnicos en Informática por parte del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio que según la Ley 2/1974 de Colegios Profesionales será automática en el momento que existan varios Colegios a nivel autonómicos, con Nº Expediente 184/029873, presentado por los diputados D. Jesús Vázquez Abad y D. Miguel Ángel Cortés Martín (Grupo Popular) el 11/09/2008 y calificado el 16/09/2008 (BOCG. Congreso de los Diputados Núm. D-71 de 25/09/2008 Pág.: 13)

Así como la solicitud de un informe completo al Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, recabando el expediente completo relativo a la constitución del Consejo de Colegios de Ingenieros Técnicos en Informática por parte del citado Ministerio, con Nº Expediente 186/000591, presentado por el diputado D. Jesús Vázquez Abad (Grupo Popular) el 11/08/2008 y calificado el 02/09/2008.
Esta situación, que podría calificarse de habitual, habida cuenta de todas las gestiones y tareas que el Gobierno desempeña, no lo es tanto si se tienen en consideración todos los antecedentes expuestos en el presente escrito, lo que no hace otra cosa que constatar, con claridad evidente, que existe la posibilidad de que esa supuesta desidia sea realmente un manifiesto deseo de no contestar a los requerimientos enumerados, con la gravedad añadida de que se trata de diputados y diputadas del Congreso quienes realizan las preguntas, y que en definitiva representan legítimamente a los ciudadanos y ciudadanas del país.
Octavo.

Como ya se ha mencionado, las especialidades bajo el ámbito de la Ley 12/1986 son las recogidas en el Decreto 148/1969. En el caso de la Ingeniería Técnica de Telecomunicación son:

· «Especialidad: Instalaciones Telegráficas y Telefónicas.- La relativa a la construcción, instalación, puesta a punto, mantenimiento y utilización de centrales, equipos y líneas de comunicación, telegráficas y telefónicas.

· Especialidad: Equipo Electrónico.- La relativa a la construcción, instalación, puesta a punto, mantenimiento y utilización de equipos y dispositivos electrónicos.

· Especialidad: Radiocomunicación.- La relativa a la construcción, instalación, puesta a punto, mantenimiento, y utilización de centrales y equipos de radiocomunicación.

· Especialidad: Sonido.- La relativa a la construcción, instalación, puesta a punto, mantenimiento y utilización de equipos acústicos, electroacústicos y de grabación y reproducción del sonido.»
Estas especialidades fueron revisadas mediante el Decreto 2479/1971, que establece para la Ingeniería de Técnica de Telecomunicación Instalaciones telegráficas y telefónicas, Equipos electrónicos, Radiocomunicación y Sonido.

En este momento se hace necesario tomar buena nota de los argumentos expuestos por parte de la Dirección General de Universidades para no acceder a la petición de elaborar directrices generales (fichas) propias para las Ingenierías en Informática, y que reproduzco literalmente «EL MICINN (Ministerio de Ciencia e Innovación) SÓLO INTERVIENE EN LAS CONDICIONES (acuerdo de Consejo de Ministros), COMPETENCIAS Y CONTENIDOS (Orden Ministerial) a las que deben adecuarse aquellos planes de estudios que conduzcan a títulos que habiliten para el ejercicio de actividades profesionales actualmente reguladas en España».

Como es lógico plantear, esta normativa debe ser de obligado cumplimiento por parte de los órganos ministeriales. Por ese motivo, no deja de llamar poderosamente la atención que en el BORRADOR DE ORDEN MINISTERIAL por la que se establecen los requisitos para la verificación de los títulos universitarios oficiales que habiliten para el ejercicio de la profesión de Ingeniero de Telecomunicación figure el establecimiento de contenidos para una especialidad, como es la de Telemática, cuando no consta ninguna especialidad regulada de dicha Ingeniería, y por lo tanto no existen motivos formales ni legales para establecer planes de estudios específicos para ella.
Noveno.
Por todos estos motivos, es interés de esta parte pedir amparo ante las más altas instancias ante la continua indefensión a que nuestro colectivo se ve sometido ante la compleja fontanería administrativa, en algunos casos ineficaz e impotente de dar solución o cumplimiento de nuestros derechos, y en otros, con toda claridad, manifiestamente malintencionada frente a nuestras peticiones.
En su virtud, 
SUPLICO AL EXCMO. SR. DON ENRIQUE MÚGICA HERZOG, DEFENSOR DEL PUEBLO, tenga por presentado el presente escrito, se sirva admitirlo, y conforme al mismo acuerde promover e impulsar desde su Gabinete la adopción de medidas por parte de los diferentes organismos competentes para la regulación de las profesiones de Ingeniero e Ingeniera en Informática y de Ingeniero Técnico e Ingeniera Técnica en Informática  conforme a las siguientes propuestas:
1. Presentación del Proyecto de Ley por el que se incluye la Informática como especialidad de la ingeniería prevista por la Ley 12/1986, de 1 de abril, sobre regulación de las atribuciones profesionales de los Arquitectos e Ingenieros Técnicos (posiblemente ampliando la lista de las establecidas en el Decreto 148/1969) y, en base a ello, 
2. Redacción y aprobación de las Órdenes del Ministerio de Ciencia e Innovación por la que se establecen los requisitos para la verificación de los títulos universitarios oficiales que habiliten para el ejercicio de las profesiones de Ingeniero e Ingeniera en Informática, y de Ingeniero Técnico e Ingeniera Técnica en Informática. 
3. Presentación de los Proyectos de Ley de creación de los Consejos Generales de Colegios Profesionales de Ingenieros e Ingenieras en Informática, y de Ingenieros Técnicos e Ingenieras Técnicas en Informática, así como de los  respectivos Colegios Profesionales de ámbito estatal para posibilitar la colegiación en aquellas Comunidades Autónomas que no cuenten con Colegio propio y, en base a ello,

4. Reforma del Real Decreto 1029/2002, de 4 de octubre, por el que se establece la composición y el régimen de funcionamiento del Consejo Asesor de las Telecomunicaciones y de la Sociedad de la Información para incluir una Representación de los citados Consejos Generales en el CATSI.
5. Petición al Ministerio de Ciencia e Innovación para que revise el Borrador de Orden Ministerial por la que se establecen los requisitos para la verificación de los títulos universitarios oficiales que habiliten para el ejercicio de la profesión de Ingeniero de Telecomunicación, para que excluya la especialidad de Telemática, conforme a los mismos planteamientos que utiliza para las Ingenierías en Informática, o para que redacte una Orden Ministerial para la Ingeniería e Ingeniería Técnica Informática, en consonancia con el criterio que utiliza para la primera.

Es justicia que se pide en <CIUDAD>, a 26 de noviembre de 2008.
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